STC 9/2001: Ley de Pesca de Galicia

Resumen del conflicto: Recurso de inconstitucionalidad contra diversos preceptos de la Ley de Pesca de Galicia. En este recurso se aborda el deslinde competencial entre las materias “pesca marítima” (competencia estatal 149.1.19 CE) y “la ordenación del sector pesquero” de competencia autonómica.

Resumen del fallo: Se estimó parcialmente el recurso declarando inconstitucionales una serie de artículos y determinó la interpretación constitucional de otros, desestimando en todo lo demás el recurso.
1. Deslinde competencial entre las materias ‘pesca marítima’ y ‘ordenación del sector pesquero’: 

«Para realizar el deslinde entre las materias «pesca marítima» y «ordenación del sector pesquero» disponemos ya de una doctrina consolidada, pues «la STC 56/1989, de 16 de marzo, (F. 5), estableció también los criterios para diferenciar el alcance de cada una de estas materias, que constituyen desde entonces doctrina constante de este Tribunal (SSTC 147/1991, de 4 de julio, 44/1992, de 2 de abril , 68/1992, de 30 de abril , 149/1992, de 19 de octubre, y...). Sintéticamente, por pesca marítima hay que entender la regulación de la actividad extractiva y, como presupuesto de ella, el régimen de protección, conservación y mejora de los recursos pesqueros, mientras que la ordenación del sector pesquero hace referencia a la regulación del sector económico y productivo de la pesca en todo lo que no sea actividad extractiva directa. De manera más detallada, la pesca marítima incluye la normativa referente a los recursos y las zonas donde puede pescarse (fondos, caladeros, distancias, cupos), a los períodos en que puede pescarse (vedas, horas) y a la forma y medios de realización de la actividad extractiva en el mar (artes, medios de pesca), mientras que la ordenación del sector pesquero abarca todo lo relativo a la organización de tal sector económico, que, desde el punto de vista de los sujetos o empresarios intervinientes, comprende las medidas referentes a las condiciones profesionales de los pescadores y otros sujetos relacionados con el sector, construcción de buques, registros oficiales, cofradías de pescadores, lonjas de contratación y otras similares» (STC 147/1998, de 7 de julio, F. 7).»

Materias que quedan encuadradas en la competencia estatal de «pesca marítima» fuera de las aguas interiores:

· Todo lo que atañe a la conservación de los recursos pesqueros y a la regulación de la actividad extractiva.
· El régimen de protección, conservación y mejora de la actividad extractiva
· La elaboración de planes de pesca, en relación con la distribución de licencias de pesca para faenar en aguas internacionales o de terceros países como consecuencia de compromisos o tratados internacionales.
· Todo lo que atañe a las limitaciones de acceso a los caladeros comunitarios
· El establecimiento de cupos de autorizaciones para pescar y de los requisitos para obtener tales autorizaciones
«…dichos planes «se inscriben claramente en el título competencial que atañe a la conservación de los recursos pesqueros y a la regulación de la actividad extractiva, al ser directa consecuencia de las limitaciones de acceso, o de esfuerzo pesquero, a los caladeros comunitarios establecidos para nuestros barcos de altura en el Acta de Adhesión, por lo que han de ser enmarcados dentro del título de pesca marítima, competencia exclusiva del Estado, y no en el de ordenación del sector pesquero», pues, en definitiva, «tales planes no vienen a ser otra cosa que actos administrativos de distribución de los cupos de licencias de presencia simultánea diaria en determinados caladeros..., y, como hemos declarado en anteriores Sentencias, el establecimiento de cupos de autorizaciones para pescar y de los requisitos para obtener tales autorizaciones debe incluirse dentro del título de pesca marítima, sin que pueda considerarse organización económica del sector, sino protección directa del recurso marítimo a través de un régimen de autorizaciones para ejercer la actividad extractiva (STC 56/1989, F. 8, y STC 44/1992, F. 3)» (STC 147/1998, de 2 de julio, F. 8)…». (FJ 5).
· Otorgar la autorización de desplazamiento de los barcos desde sus bases en una Comunidad Autónoma a otra.
«…la autorización de desplazamiento de los barcos desde sus bases en Galicia a otras Comunidades Autónomas corresponde realizarla al Estado….Aunque el establecimiento de mecanismos de cooperación y coordinación entre el Estado y las Comunidades Autónomas constituye, sin duda, uno de los pilares del Estado autonómico (por todas, valga la cita de la STC 64/1982, de 4 de noviembre,( F. 8), y en virtud de este principio deban establecerse los oportunos mecanismos que permitan disponer a la Comunidad Autónoma de Galicia de cuanta información precise para el ejercicio de sus competencias en relación con los cambios de base correspondientes a los puertos de su territorio, de ello no puede derivarse que dicha Comunidad Autónoma tenga competencia para atribuirse una intervención en la tramitación de los cambios de base de incidencia supraautonómica, habida cuenta de la perturbación que dicha intervención puede suponer en los procedimientos o esquemas de actuación del Estado, titular de la competencia nuclear para realizar dicha tramitación. Piénsese en que, al menos, igual interés en la participación en el procedimiento autorizatorio que el que pueda tener la Comunidad gallega habrá de tenerlo la Comunidad Autónoma en la que se sitúe la nueva base a la que han de acceder los barcos afectados, la cual, de adoptar igual medida, sometería al procedimiento autorizatorio a interferencias no deseables. Por tanto debe ser el Estado, titular de toda la competencia normativa y ejecutiva, por su dimensión supracomunitaria, quien establezca el procedimiento de autorización de los desplazamientos (por todas, STC 227/1988, de 29 de noviembre [RTC 1988, 227], F. 32).»
 (FJ 12)
2. Delimitación competencial entre las materias ‘marisqueo’ y ‘pesca marítima’:

Para el deslinde de ambas materias el TC parte de la doctrina establecida en la STC 56/1989, en la que se partía de la legislación en vigor sobre marisquería
. 
Concepto de marisqueo: 
«De cuanto se lleva expuesto pueden deducirse las siguientes notas acerca de la legislación sobre marisqueo: a) Marisqueo es la actividad extractiva o de explotación de mariscos que se realiza en bancos naturales, en instalaciones situadas en el dominio público marítimo-terrestre, en el mar territorial y en el adyacente, esto es, en alta mar. b) Requiere el empleo de artes o instrumentos específicos y selectivos, previéndose la posibilidad de uso de nuevas técnicas ».(FJ 9).

Sobre dicho concepto de marisqueo, el TC se pronuncia a favor de entender que el ejercicio de las competencias autonómicas sobre marisqueo se extiende fuera de las aguas interiores también sobre la parte del mar que es dominio público estatal de acuerdo al artículo 132.2 CE: 

«…el deslinde material que debemos efectuar entre las materias «pesca marítima» y «marisqueo» debe partir de los propios enunciados que, respecto de ellas, figuran en el bloque de la constitucionalidad. Ya hemos visto, en relación con la «pesca marítima» (art. 149.1.19 CE), que se trata de la actividad extractiva de recursos pesqueros realizada en las llamadas «aguas exteriores». En cuanto al ámbito físico del «marisqueo», el art. 148.1.11 CE y el art. 27.15 EAG lo enuncian junto con la «pesca en aguas interiores» y la «acuicultura», sin que esta última materia o aquélla, la de marisqueo, expresen la restricción de su objeto a las aguas interiores. De los propios enunciados constitucional y estatutario ya hemos extraído la conclusión de que la acuicultura no tiene como referencia necesaria que su ejercicio se desarrolle en las aguas interiores [STC 103/1989, de 8 de junio, FF. 2 y 6 a)], y lo propio cabe declarar ahora en relación con el marisqueo. Es esta una conclusión a la cual conduce, no sólo la formulación de la propia materia por la Constitución y el Estatuto de Autonomía, sino también, como hemos visto, la consideración del ámbito físico en el que dicha actividad venía ejerciéndose con anterioridad a la aprobación del texto constitucional.» (FJ 9)

El TC admite además que si bien no cabe limitar el ejercicio de la competencia autonómica a la actividad realizadas sólo de acuerdo a las técnicas tradicionales sino que debe comprende también las realizadas conforme a técnicas más modernas, establece que la competencia estatal de pesca entrará en juego cuando las técnicas sean las utilizadas para pesca extractiva y no las del marisqueo.
«…la normativa antes reproducida ya prevé la aceptación de nuevas técnicas de marisqueo que permitan la realización de la extracción fuera de las rías, esto es, en zonas más alejadas del litoral que las que son propias para el uso de las artes tradicionales, y no cabe sostener en relación con cualquier materia que ésta deba necesariamente ser delimitada en razón a los instrumentos materiales o técnicas propias que la caracterizan en un momento determinado.»

«En conclusión, del mismo modo que la delimitación entre las materias de «marisqueo» y «pesca marítima» no puede realizarse circunscribiendo la primera a su ejercicio con artes tradicionales en el ámbito de las aguas interiores, pues ello implicaría una restricción cierta de su ámbito material, tampoco se compadece con la materia de «pesca marítima» la exclusión absoluta de su esfera propia de la actividad extractiva de mariscos, de modo que esta última haya de ser configurada siempre y de modo necesario como «marisqueo».
El criterio delimitador entre ambas materias, y que habrá de presidir nuestro enjuiciamiento, debemos situarlo en las artes o técnicas que les resultan propias a cada una de ellas. Las artes de la pesca marítima permiten la actividad extractiva de especies diversas, entre ellas también de mariscos, mientras que las artes del marisqueo, sin desconocer su evolución, perfeccionamiento o innovación, han de ser específicas para la captura de mariscos y, además, de carácter selectivo, que, por ello, excluyan la de otras especies marinas, pues ya en nuestra STC 56/1989, F. 2, llegamos a la conclusión, tras la exégesis realizada, de «que la pesca es un "genus" y el marisqueo una "species", por lo demás no diferenciada por el Derecho de la CEE».»

3. Procedimiento de abanderamiento y despacho de buques pesqueros:

El TC encuadra la competencia de despacho de buques pesqueros dentro de la competencia estatal sobre marina mercante (149.1.20), por entenderla relacionada con la seguridad de los buques.
«En la STC 40/199), de 19 de febrero, F. 44, hemos caracterizado la materia «marina mercante» diciendo que, «en una aproximación inicial, cabe entender que se integran en dicho concepto aquellas actividades con finalidad comercial relacionadas con la navegación de buques mercantes y, más concretamente, con el transporte marítimo de personas y mercancías; incluyendo asimismo las prescripciones necesarias para que la navegación se desarrolle en condiciones de seguridad para los tripulantes y las personas a bordo, así como para las mercancías transportadas. Lo que se traduce en ciertas condiciones técnicas que debe reunir el buque...».

No cabe duda, por tanto, que el procedimiento de abanderamiento, del que forma parte el rol de despacho del buque, pertenece a la materia «marina mercante», y ello también cuando se trata de buques pesqueros, pues con tal procedimiento se persigue garantizar la seguridad del buque en la navegación. Resultando atribuida al Estado la competencia sobre «marina mercante» con carácter exclusivo (art. 149.1.20 CE), la previsión del art. 6 n) LPG de que sea la Comunidad Autónoma quien ejecute la legislación de despacho de los buques pesqueros vulnera la antedicha competencia estatal, y carece de consistencia el argumento de que esa ejecución se proyectaría sólo sobre los buques pesqueros, pues sobre éstos ya se ha producido, con carácter previo, la intervención autonómica, sustentada en su competencia sobre la «ordenación del sector pesquero», de autorizar la construcción o la reforma de los buques pesqueros tras el preceptivo informe estatal, según hemos ya declarado en nuestra doctrina (SSTC 33/1984, de 9 de marzo [RTC 1984, 33], F. 1, y 148/1998, de 2 de julio [RTC 1998, 148], F. 4). (FJ 14)
4. Autorizaciones y concesiones para el establecimiento  de instalaciones o actividades acuícolas (cultivos marinos) en terrenos de dominio público estatal:


El TC parte de su doctrina de la titularidad del dominio público no como título competencial y sobre ella reconoce la competencia autonómica para dictar dichas autorizaciones y concesiones en materia de cultivos marinos, si bien advierte de que legislación sobre costas en vigor exige para su aplicación la previa autorización de la Administración del Estado, por razón de su titular del dominio público.
«…según «una doctrina que muy reiteradamente hemos sostenido SSTC 77/1984, F. 3; 227/1988, F. 14, y 103/1989, F. 6 a)], la titularidad del dominio público no es, en sí misma, un criterio de delimitación competencial y que, en consecuencia, la naturaleza demanial no aísla a la porción del territorio así caracterizado de su entorno, ni la sustrae de las competencias que sobre ese espacio corresponden a otros entes públicos que no ostentan esa titularidad» [STC 149/1991, F. 1 c)].»( FJ 16)

« De cuanto se ha expuesto se deduce que la Comunidad Autónoma de Galicia puede otorgar autorizaciones y concesiones para el establecimiento de instalaciones o actividades acuícolas en terrenos de dominio público estatal siempre que solicite y obtenga el preceptivo informe favorable de la Administración del Estado con el alcance indicado..» (FJ 17)
VOTO PARTICULAR DE PEDRO CRUZ VILLALON
No comparte la conclusión  de excluir de la competencia estatal de pesca marítima (149.1.19 CE) al marisqueo realizado fuera de las aguas interiores hasta el límite de la zona continental, en su vertiente de  regulación de la actividad extractiva (esfuerzo pesquero, zonas y épocas en las que puede pescarse, formas y medios de realización de la misma).
A su juicio, la opinión mayoritaria sentada en el fallo se ha desviado de la doctrina establecida anteriormente en materia de distribución competencial sobre marisquería, la cual para proceder al deslinde no utiliza criterios modales (tipo de técnicas para el ejercicio de la actividad) ni espaciales (lugar del desarrollo de la actividad).
Recuerda que en la STC 103/1989, donde se trataba de deslindar competencialmente la materia de cultivos marinos se expuso la siguiente doctrina:

«…ni la Constitución ni el Estatuto de Autonomía de Galicia circunscriben la referida competencia a las "aguas interiores" (arts. 148.1.11 y 27.15, respectivamente), precisión que, por el contrario, sí consta en ambos textos normativos, en lo que se refiere a la "pesca", materia, esta última, respecto de la cual tanto la Constitución como el Estatuto han singularizado el "marisqueo" y la "acuicultura", sin que quepa, por vía de interpretación, suprimir o desdibujar ese distingo» (STC 103/1989 [RTC 1989, 103], F. 6).»

A su juicio, de esta doctrina, si bien se deduce que la actividad de marisquería «no pueda ceñirse artificialmente a los solos segmentos del litoral que lindan con aguas interiores, interrumpiéndose cada vez que el mismo linda directamente con el mar territorial. Marisqueo y acuicultura son actividades llamadas a practicarse en toda la costa, a lo largo de todo el litoral, con entera independencia de que éste, como se ha dicho, linde o no con aguas interiores.», de ahí no cabe deducirse que fuera de las aguas interiores la competencia estatal de pesca marítima se vea desplazada por la competencia autonómica exclusiva sobre marisquería.
Muestra su desacuerdo con utilizar como «criterio delimitador de ambas materias ... las artes o técnicas que resultan propias a cada una de ellas…» dado que a su juicio «parece conducir a una especie de reparto de la competencia sobre este recurso marino entre el Estado y la Comunidad Autónoma construido según el arte o la técnica empleada, de tal modo que no habría inconveniente en que las licencias de pesca en modalidades tales como la de arrastre o la de «rasco» permitieran la captura de marisco junto a otras especies, en tanto la Comunidad Autónoma sólo podría conceder las licencias de extracción de marisco efectuada con las referidas técnicas selectivas. Este esquema no garantiza a su juicio  ««una ordenación adecuada de la explotación de este recurso».
Concluye diciendo que «al atribuir a la Comunidad Autónoma esta competencia sobre la zona económica exclusiva, es que incorpora una excepción, acordada unilateralmente, al estado actual de distribución de competencias en lo que se refiere a los recursos sobre esta zona, que hasta ahora se había mantenido al margen de dicho reparto. Me resulta difícil admitir que la fijación, por lo demás discutible, del alcance de la competencia autonómica sobre una determinada actividad económica pueda tener una consecuencia tan relevante como es el establecimiento de una propia «porción» autonómica dentro de la zona económica exclusiva, aunque no sea con otro alcance que el de la conservación y explotación de un recurso, ahora considerado como propio, configurado por los animales invertebrados marinos susceptibles de comercialización para el consumo.»
 EL CONSEJO DE ESTADO: 
El Consejo de Estado en su dictamen 55.469, de 9 de mayo de 1991, a propósito de la pesca del cangrejo real, llegó a la conclusión de que la competencia autonómica sobre el marisqueo no se limitará a las aguas interiores, pero tampoco abarca cualquier actividad dirigida a la captura del marisco con independencia del lugar en que se realice. El límite de la competencia autonómica estaría en la proximidad de la actividad extractiva con la costa de manera que, aunque se realice a flote, debería ser mediante buques de bajura y únicamente durante el día, según lo establece la normativa en vigor.
� En este fundamento se exponen claramente los argumentos que están sustentando una gestión centralizada en la materia, y que un planteamiento descentralizado debería intentar salvar o solventar.


� Como en otras ocasiones el TC acude a la legislación en vigor para delimitar los ámbitos materiales de las competencias. Esta técnica, como ha venido sosteniendo la doctrina catalana, permite modificar los ámbitos materiales de la distribución competencial a través de la oportuna reforma de la legislación en vigor. Con esto queremos señalar que en esta materia la distribución no se desprende directamente del bloque de constitucionalidad (que tiene unos márgenes de reforma más estrictos) sino de la legislación en vigor, que permite una más fácil reforma. Sin embargo, en todo planteamiento de modificación del esquema de distribución competencias en una materia concreta precisa de un análisis sosegado y profundo de la materia en cuestión, que permita elaborar un sistema de funcionamiento coherente y eficaz de todas las Administración públicas implicadas y una mejor gestión de la materia en cuestión.





